[image: image2.jpg]O

CONTRALORIA

DE BOGOTA. D.C.




[image: image1.jpg]O

CONTRALORIA

DE BOGOTA. D.C.





INFORME DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL, MODALIDAD ESPECIAL, AL PROCESO CONTRACTUAL –FDLCB, UEL´s.
FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CIUDAD BOLIVAR –FDLCB
PERIODO AUDITADO 2005
PLAN DE ADITORIA DISTRITAL - PAD 2006
FASE II
DIRECCION SECTOR DESARROLLO LOCAL Y PARTICIPACION CIUDADANA

NOVIEMBRE DE 2006

[image: image1.jpg]

AUDITORIA  INTEGRAL  AL FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CIUDAD BOLIVAR  –FDLCB
Contralor de Bogotá



Óscar González Arana

Contralor Auxiliar




Oscar Alberto Molina García
Director Sectorial




Néstor Enrique Rodríguez Blanco
Subdirector de Fiscalización


Carlos Humberto Ibáñez Rodríguez
Subdirector de Participación Ciudadana

Guido Alberto Bonilla Pardo

Equipo de Auditoría




Rafael Luís Mercado  Flórez
(Jefe Oficina)








Maria Elvia Bejarano Díaz

Hernando Vargas Méndez








Héctor L. Rodríguez Rodríguez.
[image: image2.jpg]
CONTENIDO

	
	Página


	Concepto Sobre Gestión y Resultados

	5

	1. RESULTADOS DE LA AUDITORIA


	8

	1.1 SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO

	8

	1.2 CONTROL INTERNO AL PROCESO CONTRACTUAL

	8

	1.3 RESULTADOS COMPONENTE CONTRATACIÓN -FDLCB -UEL´s.

	10

	2. ACCIONES CIUDADANAS


	34

	3. ANEXOS
	36


Doctora
ZULMA RODRIGUEZ MARTINEZ
Alcaldesa Local (E) Ciudad Bolívar

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial al proceso contractual del Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar –FDLCB y a las Unidades Ejecutoras Locales UEL´s, a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables, y la evaluación al Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá, D.C., consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno.
El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoria, deberán ser corregidos  por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y/o servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental Colombianas compatibles con las de General Aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloría de Bogotá, D.C., por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una 
base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión contractual de la entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto sobre Gestión y los Resultados
Con base en las observaciones y análisis del grupo auditor y fundamentados en la evaluación al proceso contractual, en términos de los  principios de la Gestión Fiscal, el FDLCB presentó tendencia hacia la mejora del Sistema de Control Interno por cuanto se evidenció que se están implementando algunos mecanismos de control en la parte administrativa de la contratación, lo que se traduce en una mayor confiabilidad del sistema.
Revisada la muestra de contratos, tanto del FDLCB como de la UEL que ejecutaron recursos del Fondo de Desarrollo, se encontró:

El contrato SGDC-C-19-0050-00-04, según acta inició el 20 de enero del 2005 y el plazo de ejecución del mismo era de 90 días hábiles que vencieron el 2 de mayo de 2005.  A la fecha el contratista no ha cumplido con el producto del objeto pactado de acuerdo con los términos de referencia y la propuesta.
Así mismo a la interventora, previa certificación de cumplimiento suscrita por el supervisor de su contrato al parecer no ejerció oportunamente el adecuado control a la firma  contratista para la ejecución idónea y oportuna del objeto y las obligaciones contratadas.    

Las anteriores irregularidades se originaron por falta de seguimiento a la ejecución del contrato por parte de la interventora, y a su vez del supervisor del contrato celebrado con ésta.
En la UEL IDCT, contrato N° 19-00-73-0004, este inició mediante acta el 17 de noviembre y habiéndose vencido el plazo para la ejecución del mismo, su objeto no se cumplió por falta de una supervisión oportuna. Situación que llevo al contratista a solicitar un equilibrio contractual 
Las anteriores irregularidades se originaron por falta de seguimiento a la ejecución del contrato por parte del supervisor del contrato, sin que hasta la fecha la administración haya tomado medidas para solucionar esta controversia, como se detalla en el capitulo de resultados.
Del estudio de la muestra selectiva de los contratos suscritos por el FDLCB en el año 2005, relacionados a continuación: Convenio de cofinanciación Nro. 133 de 2005, firmado con IDIPRON; convenio de cofinanciación Nro. 134 de 2005, firmado con IDIPRON; Convenio de cofinanciación Nro. 135 de 2005, firmado con IDIPRON y convenio de cofinanciación Nro. 117 de 2005, firmado con el Hospital Vista Hermosa Nivel I, se evidenció que el FDLCB no conservó adecuadamente las minutas originales de estos contratos por cuanto en las carpetas reposan únicamente fotocopias. El FDLCB aceptó la responsabilidad por el extravío de los originales y el compromiso de la reconstrucción de las carpetas de estos contratos.

Lo anterior indica que el FDLCB no conserva adecuadamente los documentos como parte del patrimonio y memoria documental institucional lo cual trae como consecuencia fallas en el seguimiento oportuno a la contratación y un alto riesgo para los recursos del FDLCB al no poder efectuar un seguimiento estricto a los contratos al momento de efectuar los pagos.

En síntesis, se evidenció deficiencia en la gerencia general de los proyectos y en la supervisión general de los contratos, por cuanto no hay suficiente coordinación al momento de hacer el seguimiento administrativo correspondiente a cada uno de los contratos 

De igual manera, el FDLCB no armoniza adecuadamente el proceso de planeación control y seguimiento de de los proyectos y contratos con el fin de garantizar la correcta evaluación de  la gestión institucional.
Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, nos permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la administración de la entidad, aún cuando se están implementado acciones correctivas para mejorar el Control Interno en el área de contratación con el fin de que ofrezca garantía en el manejo de los recursos, todavía prevalecen fallas en la contratación revisada correspondiente a la vigencia 2005, lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad. Así mismo no se cumplió en un porcentaje significativo con las metas y objetivos propuestos por lo que se emite concepto desfavorable de la gestión fiscal  contractual adelantada durante 2005.
Consolidación de hallazgos

En desarrollo de la presente auditoría tal como se detalla en el Anexo No. 1, se establecieron veintisiete (27) hallazgos administrativos, de los cuales cuatro (4) tienen alcance disciplinario y dos (2) tienen alcance penal.
A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, el -FDLCB y las respectivas UEL deben diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá,  D.C., dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos  y del seguimiento a su ejecución. 

Bogotá, D. C.,    
NESTOR ENRIQUE RODRIGUEZ BLANCO

Director Técnico Sector Desarrollo Local y Participación Ciudadana


1. RESULTADOS DE LA AUDITORIA
1.1 SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO.

Una vez revisado el plan de mejoramiento, presentado por la administración, en lo referente al proceso contractual de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Regular, Fase I, vigencia 2005, se encontró  que el FDLCB ha adoptado correctivos para subsanar las deficiencias administrativas acorde con los hallazgos detectados en dicha auditoría. El porcentaje de cumplimiento, a la fecha, es del 50% en razón  a que el sujeto de control aún tiene plazo hasta diciembre de 2006 para cumplir con las acciones comprometidas, tal como se detalla en el anexo 2.
1.2 CONTROL INTERNO AL PROCESO CONTRACTUAL

Se encontró un mejoramiento del sistema por cuanto se evidenció que se están poniendo en práctica medidas correctivas y que aun cuando los ajustes no han tenido la oportunidad que debieron haber tenido debido a que la persona encargada del área de contratación lleva apenas tres (3) meses, se comprobó que se están implementando y documentando algunas mediadas contingentes para contrarrestar el desorden administrativo que se venía presentando en esta área.

Desde junio del presente año hay una nueva funcionaria de la Secretaría de Gobierno al frente del área de contratación. Se evidencia mayor  compromiso y respaldo de la Alta Dirección al identificarse acciones de coherencia con las demás áreas de la administración. De igual manera se han implantado algunos procedimientos técnicos y administrativos en esta dependencia para mejorar el sistema de información contractual y se pudo percibir que disminuyeron las tenciones entre los funcionarios lo que ha mejorado la comunicación y la motivación al interior de la organización.

En el FDLCB  ya cuenta con una persona en propiedad en el ejercicio de la Coordinación Administrativa y Financiera lo que hace que se vincule esta área con la de contratación.

No obstante lo anterior, en el FDLCB se encontró deficiencia en la gerencia general de los proyectos y en la supervisión general de los contratos, por cuanto se denota que aún no hay la suficiente coordinación para ejercer estas actividades, lo cual se evidenció al momento de hacer el seguimiento administrativo correspondiente a la muestra de contratación.
Del estudio de la muestra selectiva de los contratos suscritos por el FDLCB en el año 2005, relacionados a continuación: Convenio de cofinanciación Nro. 133 de 2005, firmado con IDIPRON; convenio de cofinanciación Nro. 134 de 2005, firmado con IDIPRON; Convenio de cofinanciación Nro. 135 de 2005, firmado con IDIPRON y convenio de cofinanciación Nro. 117 de 2005, firmado con el Hospital Vista Hermosa Nivel I, se evidenció que el FDLCB no conservó adecuadamente las minutas originales de estos contratos por cuanto en las carpetas reposan únicamente fotocopias. El FDLCB asume la responsabilidad por el extravío de los originales y el compromiso de la reconstrucción de las carpetas de estos contratos.

En este mismo sentido, en las carpetas de estos contratos, tampoco reposan los documentos que versen sobre: aval técnico de la respectiva UEL, evaluación de las propuestas, aprobación de las pólizas, informes mensuales que deben presentar tanto los contratistas respectivos como tampoco los informes de la supervisión administrativa de cada uno de los convenios.

Lo anterior indica que el FDLCB no conserva adecuadamente los documentos como parte del patrimonio y memoria documental institucional lo cual trae como consecuencia fallas en el seguimiento oportuno a la contratación y un alto riesgo para los recursos del FDLCB al no poder efectuar un seguimiento estricto a los contratos al momento de efectuar los pagos.

Se evidenció que se están tomando medidas correctivas con respecto al plan de mejoramiento, que aun cuando los ajustes no han sido oportunos porque la persona encargada del área de contratación lleva apenas tres (3) meses, se están implementando y documentando algunas mediadas contingentes para contrarrestar el desorden administrativo que se venía presentando en esta área.
En conclusión, el FDLCB, dejó entrever  interés por el mejoramiento del ejercicio del control interno. 
1.3 RESULTADOS COMPONENTE CONTRATACIÓN -FDLCB -UEL´s.
En desarrollo de la auditoría se tomó una muestra de 14 contratos correspondientes al FDLCB por valor de $1.381.000.000 y de 15 contratos correspondientes a las diferentes UEL por valor de $10.191.83.000 para un total de $11.572.835.000 auditados, que equivalen al 40.73% del total de los compromisos adquiridos contra el presupuesto del FDLCB durante la vigencia 2005 que fueron de $24.436.335.894. 
 A continuación se detallan los diferentes hallazgos.
Contratación –FDLCB.
CONTRATO N° : 


133

CLASE: 



CONVENIO DE COFINANCIACION

VALOR:
$605.000.000 ($550 millones FDLCB $55 millones IDIPRON)

OBJETO:
Recuperación y reparcheo vías de la localidad de acuerdo con lo formulado en el proyecto número  5563, “Diseño, construcción, recuperación y mantenimiento de la malla vial urbana y rural”

CONTRATISTA:


IDIPRON 

PLAZO DE EJECUCIÓN:

6 MESES

ACTA DE INICIO:


15 DE MAYO DE 2006



1.3.1 En la carpeta del contrato no aparece documento alguno que verse sobre el aval técnico de la respectiva UEL-IDU, tampoco de evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el contratista, así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio, contraviniendo el literal a) del artículo 2° de la Ley 87 de 1993 y el inciso 2 del artículo 41 de la Ley 80 de 1993 y se configura como un hallazgo de tipo administrativo.
1.3.2 El FDLCB, en la etapa preparatoria del convenio, no contó con un análisis de conveniencia ni oportunidad en donde se definieran claramente las necesidades ni las condiciones del convenio a celebrar como tampoco existió un soporte técnico ni económico del valor estimado del convenio, contraviniendo el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 en concordancia con el literal b) del artículo 2° de la Ley 87 de 1993, por lo que se configura como hallazgo de tipo administrativo.
1.3.3 Aun cuando el proyecto número 5563-2005, “diseño, construcción, recuperación y mantenimiento de la malla vial urbana y rural”, en uno de sus componentes, cuenta con el contrato IDU-165-04 sobre estudios y diseños de vías, la Administración Local firmó el convenio en comento, sin tener claridad sobre el inventario y diagnóstico completo de las vías a intervenir, es decir, el FDLCB no priorizó las vías a intervenir con antelación a la firma de este convenio; es así como en la ejecución del mismo, se evidenció que algunas vías ya iban a ser intervenidas con los  convenios 031-05 y 041-05 FDLCB-IDU, según oficio OPL-GI-572 de agosto de 2006, firmado por la Alcaldesa y dirigido al IDU. Lo anterior contraviene el numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 y se constituye como un hallazgo de tipo administrativo.
Por todo lo anterior el FDLCB no garantiza el cumplimiento de los principios de economía ni celeridad, al quedar en claro una deficiencia en al función de planeación de los proyectos viales, por falta de un diagnóstico y de un inventario físico de las vías sobre los corredores de movilidad local a intervenir a través de este tipo de convenios. 
CONTRATO N° : 


134

CLASE: 



CONVENIO DE COFINANCIACION

VALOR:
$275 millones  ($250 millones FDLCB $25 millones IDIPRON)

OBJETO:
Realizar actividades necesarias para fortalecer la organización comunitaria y la participación social y ciudadana a través del desarrollo de obras de interés comunitario en espacios públicos. Proyecto 5957.

CONTRATISTA:


IDIPRON 

PLAZO DE EJECUCIÓN:

6 MESES

ACTA DE INICIO:


15 DE MAYO DE 2006



1.3.4 El FDLCB, en la etapa preparatoria del convenio, no contó con un análisis de conveniencia ni oportunidad en donde se definieran claramente las necesidades ni las condiciones del convenio a celebrar como tampoco existió un soporte técnico ni económico del valor estimado del convenio. El valor acordado se hizo con base en el total de la apropiación en el POAI 2005, es decir $250 millones, contraviniendo el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 en concordancia con el literal b) del artículo 2° de la Ley 87 de 1993 y se configura como hallazgo de tipo administrativo.
1.3.5 En la carpeta del contrato no aparece documento alguno que verse sobre la evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el contratista suministrando las cantidades de obra y el estimativo de los costos, así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio, contraviniendo lo estipulado en el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 y el literal a) del artículo 2° de la Ley 87 de 1993.
1.3.6 IDIPRON solicita con cuenta de cobro un pago anticipado, el cual no está debidamente motivado, contrariando la Directiva Presidencial 12 de 2002, numeral 6  sobre manejo de estos pagos.

1.3.7 En la carpeta del contrato ni en la del proyecto se vislumbra que se esté trabajando con la comunidad para el desarrollo de las obras en los espacios públicos, como lo establece el artículo 9 del decreto 2170 de 2002, sobre el deber de invitar a las diferentes organizaciones como veedurías ciudadanas, el cual dice que el 20% de la mano de obra debe provenir de la comunidad con el fin de garantizar el mantenimiento de las obras, obligación a cargo de IDIPRON. 

La gerencia general de los proyectos y la supervisión general de los contratos no se está ejecutando debidamente por parte de la Administración, por cuanto se denota que no hay suficiente coordinación, organización, planeación, control ni seguimiento de los contratos, al detectar que no existen informes referentes a las obras que sobre espacios públicos se están realizando, contrariando lo establecido en el artículo 36 del Decreto 854 de 2001.
CONTRATO N° : 


135

CLASE: 



CONVENIO DE COFINANCIACION

VALOR:
$165 millones  ($150 millones FDLCB $15 millones IDIPRON)

OBJETO:
Realizar obras de mejoramiento y mantenimiento de parques y zonas verdes

Proyecto 5936.

CONTRATISTA:


IDIPRON 

PLAZO DE EJECUCIÓN:

6 MESES

ACTA DE INICIO:


15 DE MAYO DE 2006



1.3.8 En la carpeta del contrato no aparece documento alguno que verse sobre la evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el contratista suministrando las cantidades de obra y el estimativo de los costos, así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio, contraviniendo el literal a) del artículo 2° de la Ley 87 de 1993 y el inciso 2 del artículo 41 de la Ley 80 de 1993 y se configura como un hallazgo de tipo administrativo.
1.3.9 En la carpeta del contrato ni en la del proyecto se vislumbra que se esté trabajando con la comunidad para el desarrollo de las obras en los espacios públicos, como lo establece el artículo 9 del decreto 2170 de 2002, sobre el deber de invitar a las diferentes organizaciones como veedurías ciudadanas, el cual dice que el 20% de la mano de obra debe provenir de la comunidad con el fin de garantizar el mantenimiento de las obras, obligación a cargo de IDIPRON. 

CONTRATO N° : 


147

CLASE: 



CONVENIO DE COFINANCIACION

VALOR:



$205.676.920 ($186.9 FDLCB $18.6 H.V.H)

OBJETO:
Ejecutar el proyecto 5233, cuyos componentes son: implementación y fortalecimiento de los programas de promoción en salud y prevención de enfermedades crónicas en las mujeres y hombres de la localidad.

CONTRATISTA:


HOSPITAL VISTA HERMOSA I NIVEL.

PLAZO DE EJECUCIÓN:

10 MESES

ACTA DE INICIO:
NO APARECE EN LA CARPETA DEL CONVENIO.



1.3.10 En la cláusula tercera, forma de pago: se pactó un desembolso del 50%, lo cual equivale a un pago anticipado, el cual no está debidamente motivado, contrariando la Directiva Presidencial 12 de 2002, numeral 6  sobre manejo de estos pagos. El pago se hizo efectivo según OP 338 de marzo 21 de 2006 por valor de $93.489.508.
1.3.11 En la carpeta no aparece Acta de Inicio de este convenio y sin embargo se giró un primer pago por el 50% con fecha marzo 21 de 2006. Ratifica la falta de esta ACTA DE INICIO el oficio firmado por un profesional del Hospital, oficio N° 682 de fecha 20 de abril de 2006, en el cual solicitan la firma del acta de inicio. 
1.3.12 En la carpeta del convenio NO aparecen las garantías o pólizas que se debían constituir, según cláusula SEPTIMA del convenio así: de cumplimiento 10% del valor del contrato; de calidad 10 % del valor del contrato. Como consecuencia tampoco reposa la aprobación de pólizas.

1.3.13 En la carpeta del contrato no aparece la designación del supervisor como tampoco de interventor, contrariando lo estipulado en el artículo 36 del Decreto 854 de 2001.
1.3.14 En la carpeta del contrato no aparece documento alguno que verse sobre la evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el Hospital sobre la cantidad de personas atendidas discriminadas por el tipo de citas así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio.

CONTRATO N° : 


117-05  (13-12-2005)

CLASE: 



CONVENIO DE COFINANCIACION

VALOR:
$136.143.750 ($123.7 millones FDLCB $12.3 millones H.V.H)

OBJETO:
Ejecutar el proyecto 5233, cuyo componente es: Elaborar dispositivos de asistencia de baja complejidad para personas en discapacidad y a sus cuidadores de Ciudad Bolívar, (adaptación de utensilios básicos de cocina, baño, etc.

CONTRATISTA:


HOSPITAL VISTA HERMOSA I NIVEL. 

PLAZO DE EJECUCIÓN:

6 MESES

ACTA DE INICIO:
NO APARECE EN LA CARPETA DEL CONVENIO.



1.3.15 n la cláusula TERCERA, FORMA DE PAGO: se pactó un desembolso del 50%, que equivale a un pago anticipado, el cual no está debidamente motivado, contrariando la Directiva Presidencial 12 de 2002, numeral 6  sobre manejo de estos pagos. El pago se hizo efectivo según OP 340 de marzo 21 de 2006 por valor de $57.578.977

1.3.16 Este contrato se adicionó el 28 de diciembre de 2005, por valor de $99.100.000, según consta a folios 13 y 14 del convenio; sin embargo, allí no se expresa en forma motivada la causa de la adición. De la misma manera, se adiciona por más del 50% del convenio, contrariando lo estipulado en el inciso dos (2) del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80/93: “Los contratos no podrán adicionarse en más del 50% de su valor inicial…”. Se giró el 50% del valor de la adición equivalente a $49.500.000 según orden de pago N° 339.
Por lo anterior, este hallazgo tiene alcance disciplinario y se dará traslado a la Personería de Bogotá, por violación del numeral 1°, artículo 34 de la Ley 734 de 2002 y el numeral 31 del artículo 48  de la Ley 734 de 2002 para lo de su competencia.
1.3.17 En la carpeta no aparece Acta de Inicio de este convenio y sin embargo se giró un primer pago por el 50% con fecha marzo 21 de 2006 por valor de $57.578.977, orden de pago 340.

1.3.18 En la carpeta del contrato no aparece documento alguno que verse sobre la evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el contratista así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio.

1.3.19 En la carpeta del contrato no reposa documento alguno que verse sobre la evaluación de la propuesta ni de aprobación de las pólizas ni los informes mensuales que debe presentar el Hospital sobre la cantidad de personas atendidas así como tampoco la evaluación de los mismos por parte de la supervisión del convenio.

Contratación UEL GOBIERNO

CONTRATO N°: 


SGDC-C-19-0050-00-04

CLASE: 



Consultoría


VALOR:



$82.998.000


OBJETO:
El contratista se obliga para con el Fondo a realizar por el sistema de precio global fijo la consultoría para el levantamiento de la información cartográfica (gráfica y alfanumérica) y elaboración del plano de loteo para iniciar el proceso de legalización de siete (7) desarrollos localizados en las UPZs, Nros. 67, 68, 69 y 70.

CONTRATISTA:
CARLOS ARTURO RAMIREZ GALEANO Representante Legal de la Firma PLANING DE COLOMBIA LTDA.

PLAZO DE EJECUCIÓN:
90 días hábiles contados a partir del cumplimiento de los términos de ejecución y de la suscripción del acta de iniciación.

ACTA DE INICIO:


20 de enero de 2005.

1.3.20 El 23 de diciembre de 2004 el Secretario de Gobierno Distrital doctor JUAN MANUEL OSPINA RESTREPO-, con recursos del FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CIUDAD BOLÍVAR, suscribió con la firma PLANING DE COLOMBIA LTDA. -representada por el señor CARLOS ARTURO RAMIREZ GALEANO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.358.109 de Bogotá-, el contrato de consultoría No. SGDC-C-19-0050-00-04, por valor de $82.998.000.
A su vez, para realizar las labores de interventoría del contrato en mención, el 29 de diciembre de 2004, también con cargo al presupuesto del FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE CIUDAD BOLIVAR, suscribió con la Ingeniera MARIA YOLANDA PALACIOS PALACIOS el contrato de consultoría No. SGDC-C-19-0059-00-04, por valor de $7.729.126, con el siguiente objeto: “EL CONTRATISTA se obliga para con EL FONDO, a realizar por el sistema de precio global fijo la interventoría técnica, financiera y administrativa al contrato SGDC-C-19-0050-00-04, cuyo objeto es el levantamiento de la información cartográfica (gráfica y alfanumérica) y elaboración del plano de loteo para iniciar el proceso de legalización de 7 desarrollos localizados en las UPZs No. 67, 68, 69, y 70, Localidad de Ciudad Bolívar, de la ciudad de Bogotá, D.C., de acuerdo con los términos de referencia de la invitación pública No. SG-UEL-CDFP-050 de 2004 y la propuesta presentada por EL CONTRATISTA, de fecha 20 de diciembre de 2004, los cuales hacen parte integral del presente contrato”. El plazo de este contrato se estipuló en cuatro (4) meses y se dio inicio a la ejecución del mismo el 20 de enero de 2005, con la suscripción del acta respectiva por el entonces Alcalde Local Doctor ALFREDO BENAVIDES, en calidad de Supervisor del Contrato, y la Ingeniera MARIA YOLANDA PALACIOS como contratista.   

El 20 de enero de 2005, el mencionado Alcalde Local, el Contratista Ingeniero CARLOS ARTURO RAMIREZ y la interventora del contrato, Ingeniera MARIA YOLANDA PALACIOS, suscribieron el acta No.1, de inicio al contrato de Consultoría SGDC-C-19-0050-00-04.

Se concluye que el plazo de ejecución del contrato SGDC-C-19-0050-00-04 celebrado con Planing de Colombia Ltda., terminaba el 2 de junio de 2005, y el de la Interventoría, es decir, el contrato de consultoría No. SGDC-C-19-0059-00-04, en el mes de mayo de la misma anualidad. 

Revisados los soportes del contrato se encuentra lo siguiente:

En el acápite pertinente al “Análisis Técnico” señala: “El producto se ha elaborado de acuerdo a los requerimientos establecidos en el Contrato y siguiendo las orientaciones de la Interventoría y se ha contado con el seguimiento de la Gerencia de Legalización y la Gerencia de Infraestructura y Espacio Público del Departamento Administrativo de Planeación Distrital”   

Luego, con oficio del 19 de mayo de 2006, la interventora del contrato, comunica a la empresa contratista PLANING DE COLOMBIA LTDA., que “revisadas 65 manzanas, de las 82 que componen el desarrollo Caracolí, y que corresponden aproximadamente al 80% del área total del barrio; la Interventoría encontró que en 64 manzanas se presentan inconsistencias, lo cual amerita la devolución de este proyecto, por cuanto los trabajos presentados no cumplen con la calidad técnica del servicio contratado”.

De acuerdo con lo expuesto, la Contraloría observa que transcurrido más de un año de haber certificado el cumplimiento del objeto del contrato, la interventora manifiesta, según el oficio anterior, la existencia de inconsistencias en la calidad técnica del servicio contratado, lo cual se corrobora en el oficio suscrito por la Arquitecta Glenda Amparo Luna Saladen Gerente de Legalización Subdirección de Gestión Urbanística del Departamento Administrativo de Planeación Distrital dirigido al señor Carlos Arturo Ramírez G. Director de Proyecto Planning de Colombia Ltda., donde se le informa que se encontraron las siguientes inconsistencias cartográficas:

“Desarrollo Puerta del Paraíso

Hacer parte del plano topográfico No. CB37/1-00 y CB37/1-01.

Se presentan diferencias de áreas entre lo señalado en los cuadros de mojones y cesiones al Distrito, así:

CUADRO No 1

DIFERENCIAS DE ÁREAS ENTRE LO SEÑALADO EN LOS CUADROS DE MOJONES Y CESIONES AL DISTRITO

	
	Plano Puerta del Paraíso
	Archivo magnético

	Área Total
	18655,39
	18569,76

	Zona Cesión Vía H
	1146,63
	1137,97


Fuente: Contrato 

Se presenta sobreposición con el lote comunal No. 2 del desarrollo El Mirador.

De conformidad con la ortofoto 68 en el sector de estudio no se encuentra ninguna construcción.

Resugiere que las curvas de nivel se realicen cada dos metros para facilitar el estudio vial.

La grilla del plano debe indicar el valor numérico de las coordenadas.

REF: 1-2005-24362 (Adicional)

Desarrollos: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector),

Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, Caracol y Vegas de Potosí

Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar

Las coordenadas descritas para las manzanas en las hojas de cálculo difieren con las calculadas en el archivo magnético aproximadamente en 1 metro en las coordenadas norte y este; en consecuencia se hace necesario verificar el área de cada lote al interior de cada manzana. Igualmente en los mojones del lindero del desarrollo se deben verificar las coordenadas en los mojones K, P, 186 y 187.

En las hojas de cálculo se debe anexar el cuadro de mojones del polígono general.

Se debe verificar el número total de lotes definido en el cuadro general de áreas y el total de número de lotes de la manzana 01

Los números de los mojones que significan el polígono que define el predio deben corresponder con el número del detalle tomado en campo e indicar en una hoja anexa la respectiva relación entre lo indicado en el plano y en el listado de coordenadas.

Desarrollo Sotavento II (Nuevo Sector)

El desarrollo presenta sobreposición con el lote 1 de la manzana G del plano CB1/4-11, correspondiente al desarrollo Sotavento II sector.

Se presenta sobreposición con la zona identificada como “Zona Verde y/o Servicios Comunales” del plano CB57/4-00 del desarrollo Casa de Teja y con el plano CB1/4-14 del desarrollo Sotavento III y IV Sector.

La grilla del plano debe indicar el valor numérico de las coordenadas.

Las distancias acotadas en el plano entre mojones 60-56A, 56A, -56B y          56B-53C, que definen el lindero del desarrollo, difieren de las leídas del medio magnético.

Igualmente, las distancias entre mojones 60-56A,  56A-56B y 56B-53C consignadas en el “cuadro de Mojones” presentado en el plano, difieren de las leídas en medio magnético.

Se sugiere que la línea que delimita el lindero de las manzanas tenga la misma característica de las líneas que delimitan los predios para darle mayor claridad al plano. De la misma manera, las curvar de nivel deben realizarse cada dos metros para facilitar el estudio vial.

REF: 1-2005-24362 (Adicional)

Desarrollos: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector),

Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, Caracol y Vegas de Potosí

Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar

Se debe verificar los mojones que definen la zona verde consignada en el Cuadro de Mojones y Cesión de Áreas al Distrito del plano y de las hojas de cálculo, respecto a los registrados en el dibujo del desarrollo.

Se debe corregir en el cuadro de mojones y cesión de zonas del plano, la identificación de la calle 37D S por calle 73D s.

Revisar el número de lotes de cada manzana indicando en el cuadro de manzanas presentado en el plano, respecto a los lotes dibujados.

Desarrollo Bonanza Sur

El desarrollo hace parte del plano topográfico B282/1-00 denominado Sierra Morena.

Se presenta sobreposición con la zona identificada como “Zona Comunal y Zona Verde”  del plano CU4-CB54/4-03 de la Urbanización Bosques de La Candelaria (antes El Ensueño Lotes 4-5).

Se presentan diferencias, vacíos y sobreposición con el plano CB54/1-01 del predio El Ensueño Lotes 4 y 5.

Se observaron algunas diferencias en alrededores respecto al plano B283/4-00 del predio La Milagrosa Lotes 4 y 5.

Se observaron algunas diferencias en alrededores respecto al plano B283/4-00 del predio La milagrosa.

La grilla del plano debe indicar el valor numérico de las coordenadas.

Se debe identificar todas las vías en el dibujo del desarrollo.

La distancia acotada entre los mojones 10-45 A difiere de la leída del medio magnético.

Se debe verificar las áreas de los lotes 1, 6 y 14 de la manzana 02.

Las curvas de nivel deben realizarse cada dos metros para facilitar el estudio vial.

REF: 1-2005-24362 (Adicional)

Desarrollos: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector),

Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, Caracol y Vegas de Potosí

Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar

Se debe verificar el área total, por cuanto la calculada mediante el archivo magnético es de 20.911,34 m2, diferente a la señalada en el cuadro general de áreas de 20.941,73 m2.

Se deben verificar las áreas de la transversal 56, transversal 51 y de la calle 68G Sur.

Se deben verificar los mojones que definen la transversal 56, transversal 52, transversal 49 y la zona verde, consignados en el Cuadro de Mojones y Cesión de Áreas al distrito, respecto a los registrados en el dibujo del desarrollo.

Desarrollo La Unión Divino Niño.

En los cuadros de mojones y áreas falta definir a que corresponde la zona entre mojones 8-6A-86-8.

En el dibujo no se acotaron los cuadros linderos LT26 de la Mz 4.

El desarrollo se ubica dentro del lindero definido en el plano B282/1-03, Sierra Morena.

Las áreas de los predios no corresponden con los cuadros.

Desarrollo Caracolí.

El desarrollo hace parte del plano topográfico B282/1-03.

Se presentan diferencias de áreas entre lo señalado en los cuadros de mojones y cesiones al Distrito, así:
CUADRO No 2

DIFERENCIAS DE ÁREAS ENTRE LO SEÑALADO EN LOS CUADROS DE MOJONES Y CESIONES AL DISTRITO

	Zona


	Plano Caracolí – área m2
	Archivo magnético – área m2

	Zona verde 2
	7836,63
	8802,72

	Zona verde 3
	8999,02
	13552,55

	Zona cesión Calle 77 A Sur
	7511,22
	7500,40

	Zona cesión Calle 77 Sur
	10578,91
	10646,37


Fuente: Contrato.
Se presenta sobreposición con el lote 6 de la manzana 9 del desarrollo Jerusalén.

REF: 1-2005-24362 (Adicional)

Desarrollos: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector),

Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, Caracol y Vegas de Potosí

Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar

Se sugiere que la línea que delimita el lindero de las manzanas tenga la misma característica de las lineas que determinan los predios para darle mayor claridad al plano. Igualmente las curvas de nivel deben realizarse cada dos metros para facilitar el estudio vial.

Desarrollo Las Vegas de Potosí
El desarrollo hace parte del plano topográfico B282/1-03.

Se debe verificar las áreas de los lotes 4, 5, 6 y 7 de la manzana 4 y de los lotes 1, 2, 3, 4 ,5 y 6 de la manzana 6.

En el plano no se señala la zona verde comprendida entre los mojones 862, 827, D, 862A y 862. 

En las hojas de cálculo se debe anexar el cuadro de mojones del polígono general.

Se debe verificar el área total, por cuanto la calculada mediante el archivo magnético es de 5064,41 m2, diferente a la señalada en el cuadro general de áreas que corresponde a 5079,53 m2.

Parte del lote 6 de la manzana 5 del desarrollo en estudio, se encuentra en sobreposición con vía local del barrio Jerusalén.

La grilla del plano debe indicar el valor numérico de las coordenadas.

Se debe verificar el número total de lotes definido en el cuadro general de áreas.

Se sugiere que la línea que delimita el lindero de las manzanas tenga la misma característica de las líneas que delimitan los predios para darle mayor claridad al plano. Igualmente, las curvas de nivel deben realizarse cada dos metros para facilitar el estudio vial.

Las coordenadas descritas para las manzanas en las hojas de cálculo, difieren con las calculadas en el archivo magnético en aproximadamente 7 metros en las coordenadas norte y, 4 metros en las coordenadas este.

REF: 1-2005-24362 (Adicional)

Desarrollos: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector),

Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, Caracol y Vegas de Potosí

Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar

Consecuente con lo expresado se devuelven los planos originales, carteras de campo y hojas de cálculo y un disquete con los archivos magnéticos de la cartografía de los seis (6) desarrollos radicados”.

Los anteriores hechos, se ratifican en la respuesta a la solicitud de información hecha por el Jefe de la Oficina Local de Ciudad Bolívar a la Arquitecta Glenda Amparo Luna Saladen, Gerente de Legalización - Subdirección de Gestión Urbanística - del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, respecto al levantamiento de la información cartográfica (gráfica y alfanumérica) de los siete desarrollos y la elaboración del plan de loteo que debía realizar la firma Planing de Colombia Ltda., se menciona que el 11 de junio de 2005 la empresa contratista radicó los levantamientos topográficos de seis (6) barrios; que los documentos fueron revisados por la Gerencia de Cartografía e Información Gráfica del DAPD y se  encontraron diversas inconsistencias cartográficas razón por la cual fueron devueltos a los interesados con las respectivas observaciones. 

Planeación Distrital también señala que el 9 de mayo de 2006, con el No. 1-2006-15759, la empresa PLANING DE COLOMBIA nuevamente presenta los planos de loteo, esta vez de cinco (5) asentamientos a saber: La Unión Divino Niño, Sotavento II (Nuevo Sector), Bonanza Sur, Puerta del Paraíso, y Vegas de Potosí, sin incluir el plano del desarrollo Caracolí, el cual es el de mayor tamaño con cerca de 25 hectáreas.

El Jefe de la Oficina Local de Ciudad Bolívar, mediante oficio 32119-323 del 4 de septiembre de 2006 solicitó a la Secretaría de Gobierno indicar las acciones llevadas a cabo por la administración para exigir a los contratistas cumplimiento de los contratos SGDC-C-19-0050-00-04 y SGDC-C-19-0059-00-04, obteniendo respuesta mediante oficio No. 2-2006-24355 del 7 de septiembre de 2006, en cuya parte final se manifiesta: “tomando en consideración que el objeto del contrato no se ha cumplido en su totalidad y la garantía única se encuentra vigente, los contratos fueron remitidos a la oficina asesora jurídica para que se tomen las medidas legales pertinentes”

Revisadas las pólizas de cumplimiento tanto del contrato de consultoría SGDC-C-19-0050-00-04 suscrito con la firma Planing de Colombia Ltda., como del contrato de interventoría SGDC-C-19-0059-00-04, se observa que el amparo de cumplimiento ya expiró quedando únicamente vigente el amparo de calidad.  

Teniendo en cuenta lo expuesto y que el acta de iniciación del contrato SGDC-C-19-0050-00-04 fue suscrita el 20 de enero del 2005 y el plazo de ejecución del mismo era de 90 días hábiles que vencieron el 2 de mayo de 2005, a la fecha el contratista no ha cumplido con el producto del objeto pactado de acuerdo con los términos de referencia y la propuesta.

Así mismo a la interventora, previa certificación de cumplimiento suscrita por el supervisor de su contrato, no ejerció oportunamente el adecuado control a la firma  contratista para la ejecución idónea y oportuna del objeto y las obligaciones contratadas.    

Las anteriores irregularidades se originaron por falta de seguimiento a la ejecución del contrato por parte de la interventora, y a su vez del supervisor del contrato celebrado con ésta, inobservándose de esta manera lo normado en los Artículos 26, numeral primero y 53 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el Articulo 2, Literal B de la Ley 87 de 1993.

Habiendo escuchado a los funcionarios de la Secretaría de Gobierno en mesa de trabajo celebrada el 10 de noviembre 2006, y según acta de visita fiscal firmada el 05 de diciembre de 2006 por el Gerente (E) de Cartografía, la Gerente de Legalización y la Jefe (E) de la Oficina de Control Interno del Departamento Administrativo de Planeación Distrital y el Profesional Especializado 222-07 de la Contraloría de Bogotá, D.C., se concluye que de los siete (7) desarrollos, tienen aprobación cartográfica cinco (5) desarrollos y faltan por aprobación dos (2) desarrollos para los cuales el contratista acaba de radicar nuevamente los planos.

Según memorando 038 del 11 de diciembre de 2006, firmado por el Profesional Especializado 222-07, de la Contraloría de Bogotá, D.C., (Arquitecto de apoyo técnico a esta auditoría), considera que pese a las observaciones presentadas en el informe de auditoría preliminar, éstas las califica como observaciones de forma.

De acuerdo con lo anterior, la Contraloría de Bogotá, D.C., concluye que existe hallazgo de tipo administrativo. 

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la UEL de la Secretaría de Gobierno debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá,  D.C., dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos  y del seguimiento a su ejecución. 

Contratación UEL IDCT.
CONTRATO N° : 


19-00-73-0004

CLASE: 
DESARROLLO DE PROYECTO CULTURAL (FORMAL)

VALOR:



$112.800.000
OBJETO:
El contratista se obliga para con el Fondo a cualificar los procesos de refuerzo escolar y promoción de la lectura en las casas y centros culturales de las UPZs 67 y 68 de la localidad 19 de Ciudad Bolívar, ejecución que debe realizarse de acuerdo a las condiciones planteadas en los términos de referencia y sus modificaciones y la propuesta presentada.
CONTRATISTA:
ACCIONES PARA EL PROGRESO COMUNIDAD, INDIVIDUO Y FAMILIA COINFA.

PLAZO DE EJECUCIÓN:

Nueve (9) meses

ACTA DE INICIO:


17 de noviembre de 2005.
1.3.21 El 3 de diciembre de 2004 la Directora del Instituto Distrital de Cultura y Turismo  suscribió con recursos del Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar el contrato No. 1900730004, por valor de $112.800.000, con el siguiente objeto: “El contratista se obliga para con el Fondo a cualificar los procesos de refuerzo escolar y promoción de la lectura en las casas y centros culturales de las UPZ’s 67 y 68 de la localidad 19 Ciudad Bolívar, ejecución que debe realizarse de acuerdo a las condiciones planteadas en los términos de referencia y sus modificaciones y la propuesta presentada, documentos que forman parte integral del presente contrato”.

Con un término de ejecución de nueve (9) meses, contados a partir del acta de inicio y previo registro presupuestal y aprobación de la garantía estipulada.

Revisados los soportes del contrato se evidencia lo siguiente:

El acta de iniciación del contrato fue suscrita el 17 de noviembre de 2005 por el Representante Legal de la empresa Acciones para el Progreso Comunidad, Individuo y Familia Coinfa el supervisor del mismo.

Con fecha 27 de diciembre de 2005 el señor William Arturo Rodríguez Calvo supervisor del contrato certifica el cumplimiento a satisfacción de acuerdo al primer informe, con el cual autoriza el pago correspondiente al 30% del valor del contrato de acuerdo a la cláusula tercera del mismo.

De acuerdo al oficio de fecha 21 de marzo de 2006 suscrito por la empresa COINFA dirigido al Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar afirma lo siguiente: ”… teniendo en cuenta el tiempo transcurrido entre la fecha de presentación de la propuesta, su vigencia y el tiempo de iniciación real de ejecución del contrato y dadas las circunstancias presentadas y que han dificultado su iniciación en forma normal, nuestra entidad se ve en la obligación de; después de haber analizado la situación financiera del proyecto en comparación con los precios actuales y en el retraso en el primer pago; solicitar el restablecimiento del equilibrio de la ecuación financiera del contrato, basados en el artículo 5° de la Ley 80 “artículo 5° .-de los Derechos y deberes de los Contratistas. Para la realización de los fines de que trata el artículo 3° de esta Ley, los contratistas:

1° Tendrán derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada ya que el valor intrínseco de la misma no se altere o modifique durante la vigencia del contrato.

Artículo 19 Decreto Nacional 2150 de 1995

En consecuencia tendrán derecho, previa solicitud, a que la administración les restablezca el equilibrio de la ecuación económica del contrato a un punto de no pérdida por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no sean imputables a los contratistas. Si dicho equilibrio se rompe por incumplimiento de la entidad estatal contratante, tendrá que restablecerse la ecuación surgida al momento del nacimiento del contrato. Concepto del Consejo de Estado 1011 de 1997, Fallo del Consejo de Estado 14577 de 2003”
Con Oficio fechado el 30 de mayo de 2006 suscrito por el Representante Legal de COINFA, dirigido a la Jefe de la Oficina Asesora Ejecutiva de Localidades del Instituto Distrital de Cultura y Turismo en el cual el contratista propone un ajuste para evitar el desequilibrio económico de su empresa, así: “(…)

1. Incremento en valor de la presentación pública.

2. Incremento en el pago a coordinador y asesor.

3. Incremento en el valor de los materiales de capacitación a monitores.

4. Incremento en el valor de los materiales de capacitación de niñas.

5. Destino presupuestal para la compra de libros.

6. Disminución de la cantidad de refrigerios a repartir e incremento del valor del mismo.

7. Incremento en el valor de la revista.

8. Incremento en el valor del informe final y

9. Incremento de la administración.

En caso de ser aceptado por ustedes y las instancias correspondientes, estamos en disposición de continuar el proceso; de lo contrario, reiteramos nuestra intención de la terminación de común acuerdo del contrato.”
Con oficio del 3 de octubre del 2006 suscrito por el Representante Legal de la empresa COINFA, dirigido a la Jefe de la Oficina Asesora Ejecutiva de Localidades del Instituto Distrital de Cultura y Turismo. Le exigen el pago de quince (15) millones de pesos por el período de ejecución del contrato.

De los anteriores hechos y de la revisión de los demás documentos que reposan en el contrato podemos observar que el contrato inició su ejecución y habiéndose vencido el plazo para la ejecución del mismo, su objeto no se cumplió por falta de  supervisión oportuna, situación que llevó al contratista a solicitar un equilibrio contractual.

Las anteriores irregularidades se originaron por falta de seguimiento a la ejecución del contrato por parte del supervisor,  sin que hasta la fecha la administración haya tomado medidas para solucionar esta controversia, inobservándose de esta manera lo normado en el Artículo 26, numeral primero de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el Articulo 2, Literal B de la Ley 87 de 1993 y el Articulo 34, numeral primero de la Ley 734 de 2002. Se configura de esta manera un hallazgo administrativo con alcance disciplinario que podría originar un presunto detrimento patrimonial por el valor que el contratista reclama, es decir $15.000.000 en caso de que se paguen.

Habiendo escuchado a los funcionarios del Instituto Distrital de Cultura y Turismo en mesa de trabajo celebrada el 10 de noviembre de 2006, en la cual manifestaron que el contrato efectivamente nunca se ejecutó en razón a que el Fondo de Desarrollo Local de ciudad Bolívar nunca nombro un supervisor que le diera la seriedad necesaria para la ejecución del contrato, la Contraloría de Bogotá D.C., ratifica el hallazgo disciplinario y dará traslado a la Personería de Bogotá para lo de su competencia, a fin de establecer la responsabilidad disciplinaria de los ex -Alcaldes que tuvieron conocimiento de los hechos anteriormente mencionados.
Contratación UEL SED 

CONTRATO N° : 


19-099-00-05  (28-12-2005)

CLASE: 
CONVENIO DE COOPERACION INSTITUCIONAL

VALOR:
$400.000.000 ($360.0 FDLCB $40.0 GIMNASIO BOLIVAR II

OBJETO:
Aunar esfuerzos para contribuir al mejoramiento de la educación en los procesos de nivelación del bachillerato y formación empresarial en jóvenes y adultos que se encuentren en los estratos 1,2 y en condiciones de vulnerabilidad (…)

CONTRATISTA:
RAFAEL COGOLLO AHUMEDO –GIMNASIO BOLIVAR II

PLAZO DE EJECUCIÓN:
12 MESES a partir de la firma del acta de iniciación 

ACTA DE INICIO:
06 marzo de 2006. (En ejecución)
1.3.22 Se evidenció que el contratista extendió a la comunidad benefiada sendos formatos donde se cobraría por cada estudiante admitido en el programa los siguientes valores así: un primer abono de $20.000 por matrícula, un segundo abono de $15.000, un tercer abono de 15.000, un cuarto abono de $10.000 y un quinto abono de $10.000, de lo cual el contratista recaudó un valor de $12.056.000, valores que según el contratista se están devolviendo a los estudiantes. Esta irregularidad tuvo su causa en una deficiente interventoría  lo mismo que una deficiente supervisión por parte del contratante y el FDLCB y se configura como hallazgo administrativo con alcance disciplinario.
1.3.23 Se evidenció que el contratista, según el argumento número 8 de la minuta del contrato, justifica el convenio, entre otros por la logística que aporta como son (30 equipos de cómputo, dos fotocopiadoras) y software educativo. El contrato se firmó el 28 de diciembre de 2005 y el acta de iniciación fue de  marzo de 2006. Esta auditoría evidenció, en visita administrativa, que el sitio que el contratista señaló como parte del cumplimiento para poder adelantar el convenio es el Instituto Técnico Laboral Bolivia, que inicio sus labores  en el mes de junio de 2006, según lo manifestado por la persona responsable de dicha institución al momento de la visita, es decir tres (3) meses después de haberse firmado el acta de iniciación y en visita fiscal firmada el 20 de noviembre de 2006, se constató que no se encuentra instalada la aplicación contable ELISA. 

1.3.24 En el mismo sentido, las instalaciones donde se dictan los cursos corresponden a instalaciones del Colegio José María Vergara en el cual el contratista dijo tener 16 salones disponibles y los laboratorios de física química, sin embargo en acta de visita fiscal, firmada el 20 de noviembre de 2006, no se pudo verificar la existencia de éstos, en vista de que según versión del contratista  no se encontraron las llaves y afirmó que no todos los laboratorios están funcionado en la sede del colegio José María Vergara y Vergara, “el laboratorio de química funciona en la sede de Normandía”.

1.3.25 En los soportes del contrato no aparecen soportes que indique el cumplimiento del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, relacionado con: “(…) Las personas jurídicas probarán su cumplimiento mediante certificación expedida por el revisor fiscal o en su defecto por el representante legal; las personas naturales mediante declaración juramentada (…)”.
Escuchados los argumentos de los funcionarios de la Secretaría de Educación, en mesa de trabajo celebrada el 10 de noviembre de 2006 y el 15 de noviembre de 2006, frente a la discusión surgida en torno de si la celebración de este convenio fue o no fue con persona jurídica, lo que llevó después a ver si estaba correctamente aplicada la norma invocada en la minuta del contrato, Ley 489 de 1998, artículo 96, que dice que este convenio debió realizarse con persona jurídica particular y por el contrario se firmó con persona natural.

Del análisis jurídico adelantado por la Contraloría de Bogotá, D.C., se encontraron las siguientes irregularidades:

Dicho convenio de cooperación y asociación, se suscribe teniendo como marco jurídico, la Ley 80 de 1993, y sus Decretos reglamentarios 679 y 855 de 1994, 2170 de 2002 y la Ley 489 de 1998. 

En desarrollo de la auditoria, y revisados los soportes que hacen parte del convenio de cooperación y asociación se encontraron inconsistencias que permiten presumir la trasgresión de normas contenidas en el Código Penal así: 

1.3.26 Para la suscripción del citado convenio, la Dirección de Contratación y Subdirección de Contratos de la Secretaría de Educación, en documento de solicitud de contratación directa señala en el numeral 19 los documentos  que debe presentar el contratista como persona jurídica para la suscrición del convenio.

· Propuesta debidamente suscrita por el representante Legal

· Fotocopia de la cédula de representante legal.

· Certificado de existencia y representación Legal ( original y copia)

· Fotocopia del Nit.

· Certificación expedida por la Contraloria General de la Republica sobre responsabilidad fiscal.

· Certificación expedida por el revisor fiscal  o representante legal, Tarjeta Profesional de Contador (Revisor Fiscal), que expide la certificación de aportes a la seguridad social y parafiscal.

· Balance general del año inmediatamente anterior

· Consignar la suma de $10.740.

Es claro que el convenio de cooperación y asociación se suscribía con el GIMNASIO BOLIVAR II, exigiéndole documentos como persona jurídica.

Así, el señor COGOLLO AHUMEDO, con base en la anterior consideración presenta los siguientes documentos: 

· Propuesta para el desarrollo del proyecto nivelación y validación de bachillerato en 53 folios.

· Certificado de existencia y representación legal, allegado (f 32 carpeta 2), certificado de matricula de establecimiento, GIMNASIO BOLIVAR con número de matricula 00156025 del 31 de julio de 1981 y ubicado en la calle 57 Nº 66ª – 31, que no corresponde al establecimiento contratado que es GIMNASIO BOLIVAR II, con sede en la carrera 17 D Nº 65 – 80 sur Barrio el Lucero, de la Localidad Ciudad Bolívar y que actúa como persona natural.

· En cuanto, a la certicación expedida por el revisor fiscal DIANA MIREYA SUAREZ VARGAS, deja constancia que el GIMNASIO BOLIVAR identificado con el Nit, 860.510343-0, ubicado en la calle 57 Nº 66 A 31, se encuentra al día en el cumplimiento respecto al pago de sus obligaciones legales con el sistema de salud, riesgos profesionales, pensiones, aportes a caja de compensación familiar, ICBF y SENA.

De acuerdo a las anteriores consideraciones, es evidente que el contratista aportó para la suscripción del convenio, documentos que no corresponden a la entidad contratada, pues el GIMNASIO BOLIVAR II, actúa como persona natural, de acuerdo a la certificación expedida por la Secretaría de Educación, tratándose  de dos establecimientos educativos diferentes, a pesar que su propietario es el mismo, valga la pena aclarar que el uno es una persona jurídica y el GIMNASIO BOLIVAR II, es una persona natural.

Además, debe señalarse que la UEL de la SED, en el estudio de conveniencia y justificación para la selección del contratista, argumenta que el GIMNASIO BOLIVAR II, cuenta con una experiencia de 27 años acreditada por la SED, hecho que no corresponde a la verdad, huelga aclarar que la licencia de funcionamiento Nº 3798 del 12 de diciembre de 2003, concedida al GIMNASIO BOLIVAR II en la modalidad de educación formal semipresencial. Así las cosas, debe dejarse en claro que de la fecha de la expedición de la licencia de funcionamiento del establecimiento educativo a la fecha de suscripción del convenio, transcurren únicamente dos años y no los 27 que acredita la Gerente Unidad de la Educación Superior SED, ahora, la experiencia debe ser certificada con la ejecución de actividades relacionadas con el objeto del contrato en estudio; y no con base en la antigüedad de la licencia de funcionamiento concedida; pues, no se acreditó cuantos bachilleres con especialidad en formación empresarial ha promocionado con anterioridad a este convenio el GIMNASIO BOLIVAR II, entonces, mal puede afirmarse de parte del contratante, que el contratista cuenta con una experiencia de mas de 27 años, cuando este hecho no se demostró. Amen, que la licencia otorgada al contratista es para la educación formal y el convenio contiene la capacitación en educación no formal (formación empresarial), hecho que demuestra que el contratista además de no contar con la experiencia no tiene la licencia para funcionar en el área contratada.   

Con base en lo anterior se puede concluir, que los documentos allegados por el contratista para la suscripción del convenio, corresponden al GIMNASIO BOLIVAR, ubicado en la  calle 57 Nº 66 A – 31 Localidad de Engativá, (persona Jurídica), y los exigidos por el contratante, de acuerdo a los soportes que obran en el convenio, eran los documentos correspondientes al GIMNASIO BOLIVAR II ubicado en la carrera 17 D Nº 65 – 80 sur barrio el Lucero de la Localidad de Ciudad Bolívar como persona jurídica, pero como ya se indicó, esté último establecimiento educativo funciona como persona natural y el proceso surtido debió ser la Licitación y no la contratación directa como en este caso sucedió, en suma, se entregaron soportes para la suscripción del convenio de una institución diferente a la contratada, pues esta última, no acreditó la experiencia, la licencia de funcionamiento no contiene la autorización para la capacitación en educación no formal y no se entregaron los documentos soportes exigidos para la firma del convenio de cooperación y asociación, contraviniendo flagrantemente lo señalado en el artículo 410 del Código Penal, en concordancia con el artículo 56 de la Ley 80 de 1993.

ARTICULO 410. CONTRATO SIN ELCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS LEGALES. “El servidor público que por razón del ejercicio de sus funciones tramite contrato sin observancia de los requisitos legales esenciales o lo celebre o liquide sin verificar el cumplimiento de los mismos, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a doscientos dieciséis (216) meses, multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a doscientos dieciséis (216) meses”. 
ARTICULO 56 DE LA LEY 80 DE 1993:..” DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS PARTICULARES QUE INTERVIENEN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL…. “Para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales y, por lo tanto, estarán sujetos a la responsabilidad que en esta materia señala la ley para los servidores públicos.”.   

1.3.27 La cláusula séptima del convenio, parágrafos primero y tercero, le impone al contratista la obligación de llevar un sistema contable para el control de los fondos  de una manera separada para los recursos asignados al convenio; igualmente señala que los dineros aportados por el Fondo de Desarrollo Local de ciudad Bolívar, serán destinados exclusivamente para la ejecución del convenio.

En este sentido se pudo establecer, que el contratista, GIMNASIO BOLIVAR II, no posee un sistema de información contable, que garantice la transparencia en el manejo de los recursos, por el contrario en contravía de lo dispuesto en el convenio, el señor COGOLLO AHUMEDO, solicita y así se hizo, el desembolso del dinero en la cuenta de ahorros del Banco Colpatria Nº 2046-053175 sucursal normandía a nombre de GIMNASIO BOLIVAR, se aclara, que es una institución diferente a la contratada, violando  lo señalado en el convenio en cuanto a la destinación exclusiva de los recursos para el citado convenio, ya que estos dineros se manejaron conjuntamente con los recursos del GIMNASIO BOLIVAR, ubicado en la calle 57 Nº 66 A – 31; posteriormente, solicita al contratante se hagan los siguientes desembolsos en la cuenta corriente del señor COGOLLO AHUMEDO del Banco Santander sucursal Salitre Nº 2-237-02321-3 donde se pudo verificar, de acuerdo a la certificación expedida por el Banco, que con los recursos del convenio se hicieron pagos, a Credibanco Gerencia, retiros con tarjeta debito, pagos con llamada superrespuesta, Recarga Bellsouth y Recarga Colombia Móvil.

Ahora, la cláusula novena numeral 2 literal b, parágrafo primero y segundo del convenio, le señala al interventor y supervisor, actividades de control en la ejecución del convenio, tales como autorizar los desembolsos al contratista previo la verificación del pago de aportes a la seguridad social; además del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, ICBF y SENA, lo cual no implica que dichos aportes sean con cargo al convenio, sino a costa de las personas contratadas para cumplir el objeto contractual, pues, no se pacto que los parafiscales, salud y pensión del dueño del establecimiento educativo estarían cargados al precitado convenio.

De acuerdo a  lo anterior, llama la atención, que el señor COGOLLO AHUMEDO, cancele su seguridad social ( pensión y salud), con dineros del convenio, pues de acuerdo con lo establecido en la Ley 789 de 2002, para la suscripción del convenio, el revisor fiscal del establecimiento contratado es quien debe certificar el cumplimiento del pago de los parafiscales (aportes de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a cajas de compensación familiar, Instituto de Bienestar Familiar y servicio Nacional de aprendizaje ), con recursos del contratista y no cargar al convenio la cancelación de la pensión y salud del dueño del establecimiento contratado, valga la pena aclarar que el pago de los parafiscales a que se refiere la norma es de las personas que se contrataron para la ejecución del convenio y no del dueño del establecimiento, en detrimento de los recursos del convenio.         

De lo anterior, se puede concluir que con cargo a los recursos del convenio se hicieron pagos que no corresponden al objeto del contrato, y menos que obedezcan a los valores entregados por el contratista con ocasión del convenio, es decir, y dadas las características de estas sumas canceladas, estos son gastos personales del señor COGOLLO AHUMEDO y no para la ejecución del convenio, generando una presunta infracción al Código Penal en su artículo 397, en concordancia con el artículo 56 de la Ley 80 de 1993.  

ARTICULO 397. PECULADO POR APROPIACION. “El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a doscientos setenta (270) meses, multa equivalente al valor de lo apropiado sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término. 
Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dicha pena se aumentará hasta en la mitad. La pena de multa no superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa equivalente al valor de lo apropiado”.
ARTÍCULO 56 DE LA LEY 80 DE 1993 DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS PARTICULARES QUE INTERVIENEN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL.” Para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales y , por lo tanto, estarán sujetos a la responsabilidad que en esta materia señala la ley para los servidores públicos.”.   

Con fundamento en lo anterior, se ratifican los hallazgos administrativos con alcance disciplinario y penal.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la UEL de la Secretaría de Educación debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá,  D.C., dentro de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos  y del seguimiento a su ejecución. 

2. ACCIONES CIUDADANAS.

El equipo auditor, en desarrollo de la presente auditoría cumplió con las siguientes actividades de articulación con el proceso de enlace con los clientes:

1. Tanto en la selección de la muestra, como en el diseño de los programas de auditoria y en las fases de ejecución e informe de la auditoria, se tuvieron en cuenta de manera prioritaria, los insumos ciudadanos direccionados a través de denuncias, derechos de petición, audiencias públicas, audiencias de control político, debates de la JAL, comités de control social, diagnósticos, visitas técnicas, entre otros, los cuales una vez evaluados por el equipo auditor, se incorporaron en los programas de auditoría que hicieron parte del Memorando de Planeación.
En este sentido, se tuvieron en cuenta los siguientes DPC:

A. 1129-06 del 15 de Agosto de 2006, sobre el no pago del Contrato de Interventoría 05104. Como consecuencia de las acciones de esta unidad de contraloría local se pagó el mencionado contrato.

B. 1140-96
Convenio Interadministrativo 01004 que se encontraba suspendido se logró con la Audiencia pública celebrada el 10 de septiembre el compromiso de pago y reinicio de las obras. Este pago se hizo por valor de $1.103.9 millones.
C. 1025-06 del 18 de julio de 2006, mediante este Derecho de Petición interpuesto por el presidente de la Junta de Acción Comunal del barrio Santa Bibiana, se estudió el respectivo contrato y se estableció un hallazgo administrativo con incidencia fiscal por $90.727.126
D. 544-06 del 12 de mayo de 2006, mediante este Derecho de Petición interpuesto por Representante Legal de la Corporación Casa de Arabia, se estudió el respectivo contrato y se estableció un hallazgo administrativo con incidencia fiscal, en caso de pagarse la cuenta que pasó el contratista.  
2. En el programa de auditoria, se establecieron con claridad las siguientes actividades a realizar con el acompañamiento de la comunidad: visitas de campo y seguimiento y análisis a la contratación:

A. Audiencias públicas
Se realizaron 5 así: 1.- el domingo 27 de agosto en el salón comunal del barrio Gibraltar II sector por la entrega tardía facturas de la ETB. 2.- domingo 3 de septiembre en el salón comunal del barrio las huertas debido a la suspensión del contrato IDU 22804. 3.- domingo 10 de septiembre en el salón del CED La Estancia debido a que varios barrios se encuentran en zona de alto riesgo y a la mala prestación de servicios de Acueducto y Alcantarillado. 4.- domingo 10 de septiembre en el salón comunal del barrio Sierra Morena II sector debido a la suspensión del Convenio Interadministrativo 010 de 2004 con Coopmunicipal. 5.- sábado 16 de septiembre en el salón comunal de la vereda Mochuelo Alto por cuanto las obras del Convenio IDU-SOP 041 de 2005 se adelantaron con mala calidad. En estas cinco audiencias públicas que contó con la asistencia de 267 ciudadanos.

B. Reuniones Ciudadanas:
Se realizaron 12 reuniones ciudadanas a las que asistieron 918 personas.

Es decir se realizaron 17 actividades de participación que contaron con la asistencia de  1.185 ciudadanos (as)

C. Conferencias

Se dictaron 9 conferencias a 670 personas como actividades de capacitación.
D. Auditoria Social
Como actividades de Auditoría Social propiamente dichas se realizaron 10 verificaciones de especificaciones con 332 personas y 10 inspecciones en terreno con 115 ciudadanos.

En general entonces en el marco de las auditorias se celebraron 46 actividades de participación en las que intervinieron 2.302 personas

3. Se adelantó la socialización del Memorando de Encargo de auditoria y de Planeación correspondiente, en Reunión con la Ciudadanía el jueves 22 de junio en el Auditorio de la Sede Tecnológica de la Universidad Distrital. Asistieron sesenta y dos (62) personas convocadas mediante llamadas telefónicas y visitas de las comunidades utilizando para ello los diferentes medios de comunicación al interior de la Localidad, así como a través del programa radial Control Capital y el periódico con el mismo nombre. Así mismo debe convocar y socializar a los grupos de interés y peticionarios. Ello con el fin de obtener elementos adicionales para retroalimentar dichos documentos. 

La socialización de los resultados de las auditorias se hará ante la comunidad el 21 de diciembre.
3. ANEXOS 
ANEXO 1
CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS DEBIDAMENTE REFERENCIADOS.

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS
	27

	N.A
	1.3.1 -  1.3.2  -    1.3.3 -    1.3.4 

1.3.5 -  1.3.6  -    1.3.7 -    1.3.8  

1.3.9 - 1.3.10 - 1.3.11 - 1.3.12 1.3.13 - 1.3.14 - 1.3.15 - 1.3.16 1.3.17 - 1.3.18 - 1.3.19 -  1.3.20 
1.3.21- 1.3.22 - 1.3.23 - 1.3.24  1.3.25 -1.3.26 - 1.3.27 

	FISCALES

	
	
	

	DISCIPLINARIOS
	4
	N.A

	1.3.16 - 1.3.21 -1.3.26 – 1.327

	PENALES


	2
	N.A
	1.3.26 – 1.3.27


Fuente: Informe Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, Fase II, vigencia 2005.
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